Acción De Tutela Segunda Instancia                               
Radicación: 66001 31 07 001 2015 00179 01
Accionante: Greis Yohana Chinchilla Rodríguez
Accionado: INPEC y Otros
Asunto: Confirma decisión


TRASLADO DE INTERNO/ Inexistencia de vulneración de derechos fundamentales cuando el traslado está sustentado en razones de seguridad/ Posibilidad de realizar un nuevo estudio de traslado, teniendo en cuenta las circunstancias especiales del caso y que la restricción a la unidad familiar del interno no es definitiva
“(…) considera la Sala que la decisión del INPEC no fue arbitraria sino que por el contrario, su traslado se debió a la facultad discrecional de que goza la entidad encargada y basado en la protección que se hizo a favor del interno y de su propia familia, sin que se advierta por esa determinación vulneración de derecho fundamental alguno. En tal sentido, tratándose de una decisión discrecional y autónoma de la autoridad carcelaria, dicha previsión legal impide que el juez de tutela intervenga en la misma, a no ser que con ella se quebrante derechos fundamentales (…)”
“(…) la señora Greis Yohana Chinchilla Rodríguez declaró ante el Notario 5º del Círculo de Pereira que se encuentra desempleada, sin algún tipo de ingreso, que tiene a su cargo dos hijos de 7 años y 21 meses de edad, quienes desde hace un año no pueden ver a su padre, el señor Juan Carlos Arengas Meriño, recluido en la cárcel de Valledupar, toda vez que no cuenta con la capacidad económica para desplazarse a dicho lugar (…)”
“(…) con el fin de propender un acercamiento familiar, sin poner en riesgo la vida e integridad tanto del señor Arengas Meriño como la de su cónyuge y sus dos hijos menores de edad, la Sala halló que el juez de primera instancia fue acertado al haber resuelto que por parte de los accionados se estudiara la viabilidad del traslado del señor Arengas Meriño a un centro de reclusión cerca al de su familia, primando la seguridad que exige la calidad de testigo protegido que actualmente ostenta el mismo. Por lo tanto, partiendo de las circunstancias individuales, que rodean el asunto bajo estudio, y con el propósito de evitar un deterioro mayor en la estabilidad de los menores, esta Sala confirmará el fallo proferido por el Juez 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-1190 de 2003, T-248 de 2014, T-774 de 2006 y T-435 de 2009.
 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de marzo de dos mil diecisésis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.218
Hora: 7:40 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la accionante, señora Greis Yohana Chinchilla Rodríguez en contra del fallo proferido por el 15 de enero de 2016 por Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira. 
2. SÍNTESIS DE LOS ANTECEDENTES
2.1. La señora Greis Yohana Chinchilla Rodríguez actuando en nombre propio y en el de sus hijos menores de edad interpuso acción de tutela con el fin de que se ordenara el traslado de cárcel de su cónyuge el señor Juan Carlos Arengas Meriño, de la ciudad de Valledupar a una cercana a la ciudad de Pereira, toda vez que sus niños se han visto afectados sicológicamente por la separación de su padre.

Lo anterior, por cuanto la actora y sus hijos debieron radicarse en la ciudad de Pereira por motivos de seguridad, ya que el señor Arengas Meriño decidió colaborar con la Fiscalía General de la Nación en calidad de testigo protegido.
Indicó la actora que se han enviado múltiples derechos de petición ante el INPEC con el fin de lograr el traslado de su cónyuge, sin resultado positivo, lo que vulnera los derechos fundamentales de los  menores de edad a tener una familia y a no ser separados de ella, y el derecho a la unidad familiar que tienen las personas privadas de la libertad.  

Por lo tanto, solicitó que se ordene al INPEC que disponga el traslado  del señor Arengas Meriño a la cárcel de Pereira o a otra ciudad cerca de donde reside su familia. 
2.2. La accionante adjuntó copia de los siguientes documentos: i) de su cédula de ciudadanía; ii) registros civiles de sus dos hijos menores de edad; iii) declaración extrapoceso rendida por la actora ante la Notaría 5ª del Círculo de Pereira; iv) historia clínica del menor J.C.A.CH.; v) derechos de petición firmados por el señor Juan Carlos Arengas Meriño dirigidos a la Directora del centro carcelario de Valledupar, al Director del centro carcelario de Barranquilla, al Director del INPEC, al Coordinador de GOSEG en Bogotá, a la Coordinadora de la Oficina de Asuntos Penitenciarios; vi) respuesta emitida por la Directora del EPAMSCAS de Valledupar; vii) respuesta emitida por el Asesor Jurídico del EPAMSCAS de Valledupar; viii) derechos de petición dirigidos por la actora a la directora del EPAMSCAS de Valledupar, al Director Regional del Norte de Barranquilla y al Director Nacional del INPEC y ix) respuesta emitida por el Fiscal 51 Especializado de Barranquilla al Director Nacional de Protección y Asistencia de Santa Marta (Fls. 22-73).
3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. DIRECCIÓN REGIONAL NORTE DE BARRANQUILLA - INPEC
Se opuso a las pretensiones de la actora dado a que consideró que esa Dirección no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados, toda vez que esa Regional no tiene facultad de trasladar a la población reclusa por ser una competencia exclusiva del Director General del INPEC.

Señaló que el acto administrativo que ordenó el traslado del señor Arengas Meriño se presume legal y sus efectos se mantienen incólumes, lo que no obsta para el ejercicio de la acción contenciosa de nulidad y restablecimiento del derecho ante el juez competente.

Verificada la base de datos SISIPC WEB se encontró que el señor Arengas Meriño se encuentra con medida preventiva de aseguramiento por los delitos de homicidio agravado, concierto para delinquir agravado y porte de armas de fuego por lo que su clasificación es de “alta” y fue trasladado a establecimiento penitenciario de máxima seguridad de Valledupar con el fin de garantizar las medidas impuestas por la autoridad judicial.
En cuanto a la situación de los menores hijos del interno y su grupo familiar, señaló que es corresponde a los padres el cuidado integral de los mismos, lo cual  se logra con un actuar responsable frente a las diferentes situaciones que se presenten en el medio social; sin embargo, el padre de los mismos debió prever a fin de no incurrir en la conducta que hoy lo tiene inmerso en un proceso penal y que culminó con la medida de aseguramiento que se le impuso quedando a disposición del INPEC, lo que implica limitación de ciertos derechos fundamentales como la intimidad personal familiar y de reunión, libre asociación y desarrollo de la personalidad, entre otros.

Explicó que la Dirección General del INPEC estableció los lineamientos para las visitas virtuales de la población reclusa con el fin de que se pueda interactuar con sus familias que no puedan lograr desplazarse hasta el centro de reclusión.

Por lo tanto, solicitó desvincular a la Regional Norte de Barranquilla de la presente acción de tutela, ya que no se vulneraron los derechos reclamados por la accionante.  (Fls. 80-82)

Adjuntó copia de la Resolución No.902026 del 20 de mayo de 2014 (Fls. 83-85)
3.2. DIRECCIÓN NACIONAL DEL INPEC

Concluyó que en este caso la Dirección General del INPEC no ha violado ni amenaza con vulnerar los derechos fundamentales mencionados en el libelo de la tutela.  

Indicó que la pena de prisión por su naturaleza implica una separación entre el afectado y su núcleo familiar.  Así mismo, señaló que la Constitución Política prohíbe a las autoridades públicas ejercer funciones diferentes a las atribuidas por ella o la ley.  En tal sentido, el juez de tutela no está facultado para ordenar la modificación de actos administrativos, de conformidad con lo establecido en la ley 1437 de 2011.  (Fls. 86-92)

Adjuntó copia de varios oficios mediante los cuales la Coordinación del Grupo de Asuntos Penitenciarios se encuentra adelantando los trámites a efectos de verificar el estudio técnico de nivel de riesgo del señor Juan Carlos Arengas Meriño, de la cartilla biográfica del interno y de los derechos de petición radicados por el mismo. (Fls. 93-108)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 15 de enero de 2016, el  Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira decidió: 
“Primero: Denegar la acción de tutela interpuesta por la señora GREIS YOHANA CHINCHILLA RODRÍGUEZ en representación de sus hijos menores JUAN CARLOS ARENGAS CHINCHILLA y VERÓNICA MISHEL ARENGAS CHINCHILLA, por encontrar que el INPEC no incurrió en vulneración alguna de derechos fundamentales de los menores agenciados. 
Segundo: ORDENAR al INPEC a través de la Dirección General, la Regional Norte de Barranquilla, al Establecimiento Penitenciario de Alta Seguridad de Valledupar, a la Fiscalía 51 Especializada contra Bandas Criminales BACRIM Región Caribe y a la Dirección Nacional de Protección de la Fiscalía General de la Nación, para que dentro de un término máximo de tres (3) meses, de manera conjunta evalúen la situación del señor JUAN CARLOS ARENGAS MERIÑO en orden a establecer la viabilidad de su traslado a un centro de reclusión más cercano al lugar de asiento de la familia, que ofrezca eso sí, las condiciones de seguridad que exige la calidad de testigo protegido que actualmente ostenta; o en su defecto, para que a través del programa de protección al cual se encuentran vinculados la esposa y los menores hijos del señor ARENGAS MERIÑO, se proporcione a la familia el acercamiento que se reclama. 

Tercero. ORDENAR a la Dirección de la Unidad Nacional de Protección de la Fiscalía General de la Nación, que hasta tanto no se dé solución al asunto planteado, se garantice al núcleo familiar del interno ARENGAS MERIÑO la posibilidad de que éstos lo visiten una vez al mes, en las instalaciones donde se encuentra privado de la libertad…”
La señora Greis Yohana Chinchilla se notificó personalmente del contenido del fallo anterior el 21 de enero de 2016 y consignó frente a su firma la palabra “apelo” (folio 119).

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. 

5.2. Problema jurídico 

5.2.1 Le corresponde determinar a esta Corporación si procede la revocatoria de la decisión de primera instancia como lo solicita la accionante o si por el contrario, la misma se encuentra ajustada a derecho y por ende merece su confirmación.

5.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.3.1. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
.

5.4. Frente a los derechos de los reclusos, vale la pena traer apartes de la Sentencia T-248 de 2014 en la que Corte Constitucional se refirió a lo siguiente:
“La Corte Constitucional ha expresado de manera reiterada que, si bien hay derechos fundamentales de los reclusos que son suspendidos o restringidos desde el momento del sometimiento a la detención o a la condena, otros se mantienen indemnes y deben ser respetados y protegidos por las autoridades públicas que se encuentran a cargo de la custodia.
 

Si bien derechos fundamentales como la libertad física y de locomoción se encuentran en esos casos severamente limitados, los de intimidad personal y familiar, reunión, asociación, libre desarrollo de la personalidad y libertad de expresión, sólo están parcialmente restringidos, como consecuencia de las circunstancias emanadas de la privación de la libertad; otros, como la vida, la integridad personal, la salud, la dignidad, la igualdad, la libertad religiosa, el reconocimiento de la personalidad jurídica, el debido proceso y el derecho de petición, se mantienen incólumes y no pueden ser menoscabados en modo alguno por el hecho de la prisión[12].

 

Esta corporación ha establecido que entre los reclusos y el Estado existe una relación de especial sujeción, de la que se han extraído importantes consecuencias jurídicas, que fueron sintetizadas en la sentencia T-1190 de 2003 (M. P. Eduardo Montealegre Lynett), en la siguiente forma:

 

“Las relaciones de especial sujeción implican (i) la subordinación[13] de una parte (el recluso), a la otra (el Estado); (ii) esta subordinación se concreta en el sometimiento del interno a un régimen jurídico especial[14] (controles disciplinarios[15] y administrativos[16] especiales y posibilidad de limitar[17] el ejercicio de derechos, incluso los fundamentales). (iii) Este régimen especial, en todo lo relacionado con el ejercicio de la potestad disciplinaria y la limitación de los derechos fundamentales debe estar autorizado[18]por la Constitución y la ley. (iv) La finalidad[19] del ejercicio de la potestad disciplinaria y de la limitación de los derechos fundamentales, es la de garantizar los medios para el ejercicio de los demás derechos de los internos (mediante medidas dirigidas a garantizar disciplina, seguridad y salubridad) y lograr el cometido principal de la pena (la resocialización). (v) Como consecuencia de la subordinación, surgen ciertos derechos especiales[20] (relacionados con las condiciones materiales de existencia: alimentación, habitación, servicios públicos, salud) en cabeza de los reclusos, los cuales deben ser[21] especialmente garantizados por el Estado. (vi) Simultáneamente el Estado debe garantizar[22] de manera especial el principio de eficacia de los derechos fundamentales de los reclusos (sobre todo con el desarrollo de conductas activas).”
 

De lo anterior se desprende que las personas privadas de la libertad tienen una garantía reducida a sus derechos familiares, sin que ello implique que pueda coartarse desproporcionada o injustificadamente su relación con la familia y la sociedad. Así, el sistema penitenciario y carcelario debe procurarse, en todo lo que sea posible, que el recluso mantenga contacto con su grupo familiar, máxime si dentro del mismo existen hijos menores de edad, lo cual impone adicional esfuerzo en torno a la preservación de la unidad familiar[23].  (Subrayas propias).
5.5. Cumplimiento del trámite establecido en la Ley 65 de 1993

Ley 65 de 1993 la que establece el procedimiento que se debe agotar para el traslado de un interno.  Al respecto, la Ley 1709 de 2014, por medio de la cual se reforman algunos artículos de la ley 65 de 1993, de la ley 599 de 2000, de la ley 55 de 1985 y de dictan otras disposiciones, en su artículo consagra el artículo 52 Ibídem establece lo siguiente: “El traslado de los internos puede ser solicitado a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) por:   1. El Director del respectivo establecimiento. 2. El funcionario de conocimiento. 3. El interno o su defensor. (…)
5.5.1. En lo que tiene que ver con lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 65 de 1993, modificada por la Ley 1709 de 2014, corresponde a la Dirección del INPEC disponer el traslado de los internos por decisión propia o por solicitud formulada ante ella, cuando se presente alguna de las causales previstas en el artículo 75 íbidem, así:

“ARTÍCULO 75. CAUSALES DE TRASLADO. Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal, las siguientes: 

1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista. 

2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento. 

3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno. 

4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento. 

5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos.

PARÁGRAFO 1o. Si el traslado es solicitado por el funcionario de conocimiento indicará el motivo de este y el lugar a donde debe ser remitido el interno. 

PARÁGRAFO 2o. Hecha la solicitud de traslado, el Director del Inpec resolverá teniendo en cuenta la disponibilidad de cupos y las condiciones de seguridad del establecimiento; y procurará que sea cercano al entorno familiar del condenado. 

PARÁGRAFO 3o. La Dirección del Establecimiento Penitenciario informará de manera inmediata sobre la solicitud del traslado al familiar más cercano que el recluso hubiere designado o del que se tenga noticia.”

5.6. DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1.  De las pruebas arrimadas al proceso, esta Sala observa que la señora Greis Yohana Chinchilla Rodríguez y sus dos hijos menores de edad por razones de seguridad de conformidad con el programa de protección a víctimas de la Fiscalía, debieron radicar su domicilio en la ciudad de Pereira, situación que les ha impedido visitar a su cónyuge y padre, señor Juan Carlos Arengas Meriño quien se encuentra recluido en el establecimiento de alta seguridad de Valledupar desde el 09-04-14.  Por lo tanto, la accionante y el señor Arengas Meriño han enviado varios derechos de petición solicitando a los funcionarios del INPEC que en atención a los derechos fundamentales de los menores a tener una familia y a no ser separados de ella, se disponga el acercamiento familiar en el sentido de trasladar al señor Arengas Meriño a la cárcel de Pereira o a la de un municipio vecino.

5.6.2. En este caso la actora y su cónyuge cumplieron con la carga de haber tramitado la solicitud de traslado ante el INPEC como requisito administrativo que se debe  agotar previamente a fin de que el juez de amparo pueda verificar si las medidas que adopta el INPEC en torno al sitio de reclusión podrían calificarse de arbitrarias o de vulneradoras de derechos fundamentales, especialmente de los menores de edad hijos del recluso Arengas Meriño.  Al respecto, la  Corte Constitucional ha señalado la procedibilidad de la acción de tutela para proteger el derecho fundamental y prevalente de los niños a tener una familia y no ser separado de ella, con fundamento en lo siguiente:
 

“El artículo 44 de la Constitución Política establece que “son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separado de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia”.
Así mismo, dispone que dichos derechos deben ser garantizados, en primer lugar, por la familia como núcleo fundamental, en segundo lugar, por la sociedad y, en tercer lugar, por el Estado. Adicionalmente, la Carta Fundamental establece que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás[1].

(…)

El derecho de los niños, niñas y adolescentes a tener una familia y a no ser separados de ella ha sido reconocido igualmente en la Convención sobre los Derechos del Niño, en la cual se dispuso como uno de sus derechos, conocer a sus padres y  ser cuidados por ellos[7], así como no ser separado de los mismos en contra de su voluntad, salvo que autoridades judiciales lo determinen en pro del interés superior del menor[8].
 

Posteriormente, el Congreso de la República, por medio de la ley 1098 de 2006, expidió el Código de la Infancia y la Adolescencia, una de cuyas normas, dispuso que los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y crecer en el seno de una familia, a ser acogidos y no ser separado de ella, excepto cuando no se garanticen las condiciones para la realización y el ejercicio de sus derechos conforme a lo previsto en dicho código.[9]
 

En síntesis, esta Corporación ha señalado que “la familia fue catalogada por el Constituyente como la ‘institución básica’ y la ‘célula fundamental’ de la sociedad en los artículos 5 y 42 de la Carta,[10] dispensándole una especial protección. Por lo mismo, la condición de miembro de familia impone a quienes la ostentan claros e importantes deberes, especialmente frente a los menores de edad que forman parte del mismo núcleo familiar, y con más razón cuando se trata de los padres. Ya ha establecido en varias oportunidades esta Corte que la primera obligada a proveer la atención y los cuidados necesarios para garantizar el desarrollo integral de los niños es la familia, y que el Estado sólo deberá intervenir para proteger a los menores en forma subsidiaria, cuando la familia no esté en posición de cumplir con sus cometidos propios.” 
5.6.3. Significa lo anterior,  que existe una especial protección a los menores de edad y que corresponde a la sociedad y al Estado garantizar la preservación de la unidad familiar y propender por el desarrollo integral de los mismos.  Sin embargo, obra dentro de la foliatura la Resolución No.902026 del 20 de mayo de 2014  expedida por el Director General del INPEC por medio de la cual se ordenó el traslado de algunos internos, entre ellos el de Juan Carlos Arengas Merino del EPMSC Santa Marta al EPAMSCAS de Valledupar (folio 84), lo que al parecer sucedió con el fin de que se le prestara una mayor seguridad ante las amenazas que este venía recibiendo en contra de su vida e integridad personal por su condición de testigo en algunas investigaciones que viene adelantando la Fiscalía General de la Nación.  En tal sentido, dicho acto administrativo reviste de legalidad y fue emitido por la entidad que tiene competencia exclusiva para ordenar los traslados de los internos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario.  De todos modos que la competencia legal del traslado radica en el Director General del INPEC y dicha previsión legal impide que el juez de tutela intervenga en tal decisión, siempre y cuando la misma no quebrante derechos fundamentales, así lo señaló la Corte Constitucional:    
“La discrecionalidad legal del traslado, impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera estando en la condición de reo, como lo serían el derecho a la vida, la integridad física y la salud, entre otros. La situación particular de los accionantes -convictos-, implica necesariamente la limitación o restricción de ciertos derechos, entre ellos el referido a la unidad o acercamiento familiar, el cual debe ceder razonablemente frente al interés general, representado en este caso en la seguridad del establecimiento carcelario y la integridad personal de los demás reclusos”.

(…)

La Corte Constitucional ha establecido que, en principio, la acción de tutela no resulta procedente para ordenar el traslado de reclusos de un centro carcelario a otro, salvo que la negativa del INPEC en efectuar dicho traslado constituya una actuación arbitraria e injustificada de la Administración que comporte una violación de las garantías fundamentales de los internos y no, propiamente, el ejercicio de la facultad discrecional que la ley le ha conferido. Sin embargo, aun en estos casos no le es dable a la autoridad judicial indicar de manera específica el sitio en el que debe ser recluido el sindicado o condenado a pesar de que el interno haya dirigido su pretensión a obtener el traslado a un establecimiento penitenciario en concreto, ya que, tal y como se señaló, la determinación del lugar de reclusión de una persona obedece a una serie de consideraciones financieras, administrativas, de seguridad, etc., que escapan al ámbito de competencia del juez constitucional y que de ninguna manera pueden tener como único sustento la voluntad del recluso”

5.6.4.  Por lo anterior, considera la Sala que la decisión del INPEC no fue arbitraria sino que por el contrario, su traslado se debió a la facultad discrecional de que goza la entidad encargada y basado en la protección que se hizo a favor del interno y de su propia familia, sin que se advierta por esa determinación vulneración de derecho fundamental alguno. En tal sentido, tratándose de una decisión discrecional y autónoma de la autoridad carcelaria, dicha previsión legal impide que el juez de tutela intervenga en la misma, a no ser que con ella se quebrante derechos fundamentales, así lo señaló la Corte Constitucional:    
“La discrecionalidad legal del traslado, impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera estando en la condición de reo, como lo serían el derecho a la vida, la integridad física y la salud, entre otros. La situación particular de los accionantes -convictos-, implica necesariamente la limitación o restricción de ciertos derechos, entre ellos el referido a la unidad o acercamiento familiar, el cual debe ceder razonablemente frente al interés general, representado en este caso en la seguridad del establecimiento carcelario y la integridad personal de los demás reclusos”.

(…)

La Corte Constitucional ha establecido que, en principio, la acción de tutela no resulta procedente para ordenar el traslado de reclusos de un centro carcelario a otro, salvo que la negativa del INPEC en efectuar dicho traslado constituya una actuación arbitraria e injustificada de la Administración que comporte una violación de las garantías fundamentales de los internos y no, propiamente, el ejercicio de la facultad discrecional que la ley le ha conferido. Sin embargo, aun en estos casos no le es dable a la autoridad judicial indicar de manera específica el sitio en el que debe ser recluido el sindicado o condenado a pesar de que el interno haya dirigido su pretensión a obtener el traslado a un establecimiento penitenciario en concreto, ya que, tal y como se señaló, la determinación del lugar de reclusión de una persona obedece a una serie de consideraciones financieras, administrativas, de seguridad, etc., que escapan al ámbito de competencia del juez constitucional y que de ninguna manera pueden tener como único sustento la voluntad del recluso”

Por lo acabado de relacionar, considera este Tribunal que la decisión del A quo se ajustó a derecho al no ordenar en el fallo el traslado del señor Juan Carlos Arengas Meriño a la cárcel de la ciudad de Pereira o a uno cercano a este municipio.

5.6.5. El 15 de diciembre de 2015 la señora Greis Yohana Chinchilla Rodríguez declaró ante el Notario 5º del Círculo de Pereira  que se encuentra desempleada, sin algún tipo de ingreso, que tiene a su cargo dos hijos de 7 años y 21 meses de edad, quienes desde hace un año no pueden ver a su padre, el señor Juan Carlos Arengas Meriño, recluido en la cárcel de Valledupar, toda vez que no cuenta con la capacidad económica para desplazarse a dicho lugar (folio 25).  En tal virtud, no desconoce esta Sala la situación a la que tuvo que ser sometida la familia de la señora Greis Yohana Chinchilla Rodríguez por extensión al programa de protección como fue el hecho de tener que venirse a vivir a Pereira como una medida adoptada por la Fiscalía General de la Nacional dentro del programa de protección dentro de la investigación, donde el señor Juan Carlos Arengas Meriño actúa como testigo, pero el derecho a la unidad familiar de las personas privadas de la libertad es uno de aquellos que sufre restricciones con ocasión de la reclusión y que por tanto, debe ceder ante las necesidades de seguridad de los centros penitenciarios y el derecho a la integridad personal de los reclusos.
5.6.6. Ahora bien, con respecto a la restricción legítima a la unidad familiar, esta no se encuentra suspendida según pronunciamientos de la Corte Constitucional
 en los que se  ha señalado que “el derecho a la unidad familiar se encuentra limitado en su ejercicio pero no suspendido para las personas privadas de la libertad, y por regla general, la ley en consonancia con los postulados constitucionales protege y adopta una serie de medidas para que en efecto, el derecho a la unidad familiar sea real.”  Es decir, que si bien las personas privadas de la libertad tienen una limitación a la unidad familiar, esta restricción no es definitiva, sino que puede ser suspendida cuando sea para un fin resocializador del condenado. En tal sentido, dicho Tribunal Constitucional en la Sentencia T-435 de 2009, citó lo siguiente: 

“En razón a los parámetros expuestos anteriormente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que dentro de las restricciones legítimas de los derechos fundamentales que deben soportar los reclusos, se encuentra el de la unidad familiar, como consecuencia misma del aislamiento penitenciario. 

Como se ha establecido en otras oportunidades, “las personas privadas de la libertad, representan una de las limitaciones a la unidad familiar, atendiendo a que la familia se considera una comunidad de vida y convivencia plena, así el aislamiento de uno de sus miembros, como infractor de la ley penal, comporta de suyo la correlativa pérdida de la libertad y a su vez afecta de manera inminente la estabilidad de su núcleo familiar”.
 

Sin embargo, a pesar de que esta garantía se encuentra limitada, la misma no está suspendida, y por tanto, las restricciones deben ser acordes con los fines de la pena, especialmente con su carácter resocializador. En estos términos, la Corte ha ponderado el derecho de las autoridades carcelarias con el derecho de los reclusos de mantener sus vínculos familiares, por cuanto ha considerado que la familia juega un papel preponderante en la reincorporación social del delincuente. Ha afirmado que “dicho vínculo filial representa la mayoría de las veces su contacto con el mundo más allá del establecimiento donde se encuentran recluidos, más si se tiene en cuenta que el núcleo familiar será en la mayoría de los casos el lugar donde cada individuo retomará su vida por fuera del penal.” (…)” (Subrayas nuestras)
5.6.7. De acuerdo a la anterior jurisprudencia y con el fin de propender un acercamiento familiar, sin poner en riesgo la vida e integridad tanto del señor Arengas Meriño como la de su cónyuge y sus dos hijos menores de edad, la Sala halló que el juez de primera instancia fue acertado al haber resuelto que por parte de los accionados se estudiara la viabilidad del traslado del señor Arengas Meriño a un centro de reclusión cerca al de su familia, primando la seguridad que exige la calidad de testigo protegido que actualmente ostenta el mismo. Por lo tanto, partiendo de las circunstancias individuales, que rodean el asunto bajo estudio, y con el propósito de evitar un deterioro mayor en la estabilidad de los menores, esta Sala confirmará el fallo proferido por el Juez 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 15 de enero de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Greis Yohana Chinchilla Rodríguez en contra de la Dirección General del INPEC y otros. 

SEGUNDO: Líbrense las comunicaciones de que trata el artículo 36 del decreto 2591 de 1991, para los efectos allí contemplados. Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T-409 de 2008


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras


� Sentencia T-774 del 8 de septiembre de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 


� Sentencia T-774 del 8 de septiembre de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 


� Ver también las Sentencias  T-274 del 17 de marzo de 2005,  T-435 de 2009, T-428 de 2014


� T-274 del 17 de marzo de 2005. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto
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